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¿Qué capacidad tiene el gobierno de resolver los problemas? 

La pregunta que nos hacemos en esta oportunidad es qué capacidad tiene el gobierno 
para resolver los principales problemas económicos y sociales que atraviesa la 
Argentina. El punto de partida es un cambio político que opera como bisagra. Se cerró 
el veranito político resultante del triunfo electoral de medio término del año pasado y 
con él se debilitó, al menos parcialmente, la capacidad del Ejecutivo para definir agenda 
sin costo. Ese quiebre coincide con la aceleración del malestar social en una economía 
que combina niveles de actividad industrial propios de la pandemia, pero sin pandemia, 
y registros inflacionarios que en el mundo solo son superados por países atravesados 
por conflictos bélicos como Irán o bien, signados por una gran inestabilidad política 
como Venezuela y Sudán del Sur. 

En ese marco, el ajuste sobre el gasto social no aparece como un episodio aislado, sino 
como parte de una orientación persistente. El recorte del PAMI, el desfinanciamiento 
del programa Remediar, el desmantelamiento del programa Volver al Trabajo, el virtual 
vaciamiento del sistema universitario y científico y la crisis en el transporte son 
expresiones de una misma lógica empujando a la sociedad al borde la eutanasia social. 
La meta sigue siendo absorber recursos de los hogares y trasladar el costo de la 
estabilización macro hacia la vida cotidiana, incluso cuando la situación social ya 
muestra señales de saturación. 

 

1. La crisis de empleo e ingresos 

En materia de empleo e ingresos, el modelo actual clausura dos vías clásicas de mejora. 
La primera es la idea de que el crecimiento reconstituye automáticamente el empleo. 
La segunda es la expectativa de que la apreciación cambiaria recompone el poder 
adquisitivo de los salarios. En el esquema vigente, ambas vías están bloqueadas, es decir, 
el crecimiento de la actividad económica va de la mano de una destrucción neta de 
empleo formal (ver gráfico 1) al tiempo que, desde el último trimestre del año 2025, la 
apreciación del tipo de cambio no tiene ningún efecto positivo sobre los salarios1 (ver 
gráfico 2). Ello no sucede por incapacidad técnica, sino por decisión política y por 
coherencia interna de un programa que busca sostener la situación general del mercado 
de trabajo en niveles mínimos y de subsistencia.  

 

 

                                                             
1 El efecto de la apreciación cambiaria sobre el poder adquisitivo se encuentra limitado porque el 
programa no se basó únicamente en ‘pisar’ el dólar, sino también en un aumento de precios regulados 
que tiende a dolarizar el costo de servicios públicos, en particular energía. Ese cambio de precios relativos 
tiene un impacto inflacionario, ya que la energía opera como insumo crítico transversal y se transmite al 
resto de bienes y servicios, erosionando la mejora potencial del salario real aun con tipo de cambio 
apreciado. 
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Gráfico 1: Evolución del EMAE y cantidad de asalariados/as registrados/as. Índice base 
100 = diciembre 2023. 

 

Fuente: Elaboración propia en base a Cuentas Nacionales – INDEC y SIPA-Secretaría de Trabajo. 

 

Gráfico 2: Evolución del Tipo de Cambio Real Multilateral (TCRM) y el Índice Salarial 
Registrado. 

 

Fuente: Elaboración propia en base a INDEC y BCRA. 

 

El modelo económico que impulsa el gobierno, en un alineamiento geopolítico total con 
la estrategia imperial de Estados Unidos, no habilita una configuración alternativa. Por 
eso no se observa un horizonte distinto, ni de mediano ni de largo plazo. La Argentina 
busca integrarse como proveedor dentro de la cadena de suministros de minerales 
críticos y, en esa dirección, profundiza un patrón basado en la explotación y exportación 
de actividades extractivas ligadas a la minería y los hidrocarburos; todo bajo control de 
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capitales altamente transnacionalizados. A ese eje se suma el agro, que viene de 
campañas muy favorables. En conjunto, se consolidan sectores dinámicos que no 
requieren un tipo de cambio alto para ser competitivos, dadas las ventajas naturales y 
la lógica exportadora que los caracteriza. 

En contraste, la industria vuelve a mostrar una señal contundente de recesión. En 
febrero de 2026, el IPI manufacturero cayó 8,7% interanual, con una contracción de 
6,0% en el acumulado del primer bimestre, y además registró una baja de 4,0% respecto 
de enero en la serie desestacionalizada. Lo relevante es que la caída es generalizada. 
Todos los sectores mostraron retrocesos interanuales con excepción de la refinación de 
petróleo. Los sectores más vinculados al mercado interno y al empleo industrial 
presentan caídas de dos dígitos como vehículos automotores y autopartes (-24%), 
maquinaria y equipo (-20%), otros equipos e instrumentos (-24,6%) y productos textiles 
(-22,6%), metálicas básicas (-10%) y alimentos (-7,2%).  

Este tipo de estructura económica le permite al programa disponer de dólares “frescos” 
para sostener la rueda de repago y endeudamiento permanente, fuente de 
desequilibrios externos estructurales y crisis recurrentes, y al mismo tiempo sostener un 
tipo de cambio apreciado que funciona como ancla recesiva para los sectores 
generadores de empleo. Mantener deprimidas la actividad industrial y el consumo para 
contener la inflación continúa siendo uno de los principales objetivos de la gestión 
económica. Y, en el marco de la apertura comercial, ese ancla además permite controlar 
la velocidad de las importaciones y preservar los saldos exportables, es decir, la 
disponibilidad de dólares comerciales. 

En este cuadro, no parece haber margen para resolver el problema de empleo e ingresos 
de la mayoría de la población. No por falta de herramientas, sino porque el deterioro 
del salario y la fragilidad del mercado de trabajo operan como un componente funcional 
al programa. Se trata de una base que contribuye a sostener la arquitectura macro-
financiera vigente, aún a costa de consolidar un patrón de estancamiento social. 

 

2. La crisis del mercado interno 

Si no hay posibilidad de recomponer los ingresos de la población, la pregunta que 
aparece es si puede tener lugar lo que parece ser la estrategia elegida por el gobierno, 
una reactivación vía crédito. En la práctica, ese es el único canal disponible para intentar 
sostener consumo en un mercado interno debilitado, aunque con visos claros de 
segmentación (la retracción del consumo de amplias capas de la sociedad contrasta con 
los gastos “suntuosos” de sectores de ingresos altos y medio-altos). Pero esa alternativa 
choca con dos límites. El primero es social, porque el sobreendeudamiento y la mora ya 
están tensionando la cobrabilidad. El segundo es macro, porque la baja de tasas en pesos 
convive con inflación en ascenso y con un esquema de “pax cambiaria” que vuelve frágil 
cualquier relajación adicional del “precio del dinero”. 

Conviene separar dos planos para no confundir diagnósticos. Una cosa es el costo del 
crédito que enfrentan hogares y PyMEs, y otra distinta es si la tasa de referencia del 
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mercado queda por debajo o por encima de la inflación. En el primer plano, el crédito 
sigue siendo caro. Según el BCRA, la tasa promedio de préstamos personales se ubicó 
en 65,76% nominal anual al 16/04/2026. 

En el segundo plano, cuando se habla de “tasa real negativa” la referencia correcta no 
es la tasa del préstamo personal, sino tasas como TAMAR o BADLAR. Al 16/04/2026, la 
TAMAR fue 23,125% TNA (BADLAR 22,44%), mientras que la inflación de marzo fue 3,4% 
mensual. Tomadas así, las tasas de mercado tienden a quedar rezagadas frente a la 
inflación observada, lo que reduce el atractivo del rendimiento en pesos y vuelve más 
probable la presión por dolarización, y por esa vía sobre el tipo de cambio. 

Sin embargo, en este contexto, de tipo de cambio estabilizado -con la ayuda de los 
dólares comerciales y la entrada extraordinaria de divisas por el mayor endeudamiento 
corporativo- opera una tasa de interés fuertemente positiva en dólares, lo cual implica 
la continuidad del incentivo al carry-trade. 

En este marco, hay dos cuestiones que conviene subrayar. 

a) De acuerdo con estimaciones de la consultora 1816 elaboradas a partir de la Central 
de Deudores del Sistema Financiero (CENDEU) del BCRA, la morosidad de los hogares 
alcanzó 11,2% en febrero, el nivel más alto desde 2004. Ese valor implica un aumento 
de 0,6 puntos porcentuales respecto de enero (10,6%) y prolonga una tendencia que ya 
acumula dieciséis meses consecutivos de suba en los atrasos de pago. 

El deterioro no se limita al sistema bancario. En el universo del crédito no bancario, 1816 
estima que la morosidad de los hogares trepó a 29,9% en febrero, más de dos puntos 
por encima de enero, lo que confirma un estrés financiero todavía más agudo en los 
segmentos donde el financiamiento suele ser más caro y menos regulado. 

En el caso de las billeteras digitales, también aparecen señales de alerta. Algunas fintech 
muestran incrementos muy marcados en sus ratios de irregularidad. Por ejemplo, 
Mercado Pago registró una morosidad de 14,7% en enero de 2026, último dato 
disponible, frente al 5,5% de enero de 2025. En otras palabras, el deterioro del repago 
ya no se limita a los bancos tradicionales, sino que alcanza también a las plataformas 
digitales que expandieron con fuerza el crédito al consumo. 

En estas condiciones, pensar el crédito como motor de reactivación sin políticas que 
alivien la carga financiera de los hogares es poco realista. De hecho, no faltan 
antecedentes ni propuestas legislativas en esa línea, y existen experiencias comparables 
en otros países, pero hoy no aparece una estrategia integral que ataque el problema de 
raíz. 

A este diagnóstico se suma un límite estructural que suele pasarse por alto. En 
Argentina, el crédito tiene una significación históricamente baja2 como palanca de 
desarrollo productivo y de expansión del mercado interno, y su alcance es todavía más 

                                                             
2 En la actualidad el ratio de préstamos al sector privado apenas supera el 10% del PBI es uno de los más 
bajos de la región. Chile tiene un incidencia del 103%, Brasil del 76%, Paraguay del 57%, México del 35% 
y Uruguay del 31% (fuente: 1816) 
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acotado cuando se trata de financiamiento de largo plazo, como el hipotecario. El propio 
discurso oficial insiste en “financiar autos e inmuebles”, pero la estructura social y 
laboral le pone un techo. La alta informalidad reduce el universo bancarizable, el 
sobreendeudamiento se canaliza crecientemente por vías informales y por tarjeta de 
crédito (estrategias que suelen tener costos financieros más elevados), y los segmentos 
a los que se apunta como “demanda solvente” que son sectores medios o medios-altos 
ya llegan al crédito con cargas previas elevadas. En este marco, la reactivación vía crédito 
aparece menos como motor de crecimiento y más como un parche transitorio para 
sostener consumo en capas que, justamente, están perdiendo capacidad de pago. 

b) La tasa “baja” es una ficción transitoria. El “precio del dinero”, en palabras de nuestro 
presidente especialista del “crecimiento sin dinero” (nos permitimos esta ironía), se 
sostiene por un equilibrio macro extremadamente frágil. El programa viene sosteniendo 
una calma cambiaria atada con alambres, en parte gracias a dólares financieros y al 
endeudamiento corporativo que, en algún momento, deberá repagarse. Si el tipo de 
cambio se empieza a escapar, la tasa de interés irá a su rescate. De lo contrario, el 
esquema financiero se resiente. En otras palabras, el intento de reactivar por crédito se 
enfrenta a un dilema clásico. Para expandir el crédito habría que abaratar el 
financiamiento, pero si se abarata demasiado se reabre la tensión cambiaria y el 
gobierno vuelve a necesitar tasas más altas. El resultado es un mercado interno sin 
motor propio y una estabilidad que se sostiene, justamente, a costa de frenar la 
actividad. 

 

3. La aceleración de la inflación  

La pregunta es si el gobierno tiene margen para frenar la escalada inflacionaria. El dato 
conocido esta semana confirma que la inflación volvió a acelerarse. En marzo el IPC fue 
3,4%, el registro más alto del último año, y la suba se dio de manera generalizada en el 
sistema de precios. El shock externo asociado a la guerra en Medio Oriente actuó como 
un factor de empuje, sobre todo a través del encarecimiento de la energía y los 
combustibles, pero el resultado no se limita a ese canal. La energía tiene un efecto 
multiplicador que se transmite a bienes y servicios más allá de los directamente ligados 
al transporte o a las tarifas. 

Dentro de ese cuadro, el dato más relevante del mes es el comportamiento de los 
precios regulados, que treparon 5,1%, muy por encima del nivel general. Este punto 
permite leer un cambio de época. En otros momentos, los regulados funcionaron como 
amortiguador y blindaje parcial, porque la política pública desacoplaba parte de los 
shocks externos y contenía saltos en tarifas y combustibles. En el esquema actual, en 
cambio, los regulados se convierten en un motor principal de la inflación, porque la 
orientación de desregulación y los mecanismos de actualización tienden a trasladar con 
mayor rapidez los movimientos de precios internacionales a la economía doméstica. 
Esto se expresa, por ejemplo, en el giro normativo inaugurado por el DNU 70/2023, que 
profundiza la desregulación económica, y en decisiones posteriores de política 
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energética que consolidan la lógica de ‘convergencia internacional’ en combustibles y 
energía. En los hechos, se debilitan instrumentos de desacople del mercado interno, 
como los que operaban bajo el esquema del ‘barril criollo’, y se refuerzan referencias de 
paridad y actualización que acercan precios locales a los internacionales, lo que vuelve 
a los regulados una vía directa de transmisión de shocks externos al IPC. 

A esto se suma un condicionante fiscal que vuelve cada vez más acuciante el ajuste sobre 
el gasto. La recaudación tributaria acumula ocho meses de caída real consecutiva, en 
gran medida por el retroceso de los tributos vinculados a una actividad interna en 
recesión, aunque también influye la menor presión tributaria sobre los sectores más 
ricos y sobre actores económicos favorecidos por el nuevo esquema. En ese marco, el 
gobierno queda atrapado en una trampa de austeridad. La caída de la actividad baja la 
recaudación y, para sostener el “déficit cero”, se empuja un nuevo ajuste que, a su vez, 
deprime aún más la actividad y vuelve a erosionar recursos. 

En paralelo opera una trampa similar en la estrategia tarifaria. Para reducir subsidios se 
aumentan tarifas, pero el aumento tarifario empuja la inflación. Y cuando la inflación se 
acelera, las tarifas vuelven a quedar rezagadas en términos reales, lo que reabre la 
presión por nuevos ajustes. El resultado es que incluso el propio proceso de 
consolidación fiscal tiende a volverse inflacionario, porque una de las pocas válvulas de 
ajuste rápido que queda disponible empuja sobre los precios en el mismo momento en 
que se busca contenerlos. 

El problema es que el combo aceleración inflacionaria y estabilidad cambiaria profundiza 
el rezago cambiario y, con él, las presiones de distintos sectores por una devaluación 
que, en caso de concretarse, azuzaría aún más la problemática inflacionaria.  

En relación con la referida apreciación cambiaria, cabe destacar que en un contexto de 
apertura importadora como el que se está dando, se ha venido desplegando un proceso 
muy intenso de deterioro industrial. Este tiene muchas manifestaciones: cierre de 
empresas (de todos los tamaños), levantamientos (totales o parciales) de líneas de 
producción y “sustitución” por bienes finales importados, despidos y suspensiones de 
trabajadores. Las evidencias disponibles indican que el deterioro industrial acaecido 
durante el gobierno de Milei es más profundo que el verificado, en igual lapso temporal, 
bajo otros experimentos neoliberales en la Argentina (convertibilidad, Cambiemos). 

4. La crisis del frente externo 

Los planes originales del equipo económico eran relativamente simples de enunciar y 
bastante más difíciles de ejecutar. Bajar el riesgo país con un shock de confianza, volver 
a los mercados internacionales y refinanciar la abultada carga de vencimientos en 
dólares. Como sabemos, esa parte no ocurrió. Lo que no llegó fue el acceso a 
financiamiento “largo”, en parte porque la recomposición de reservas es el objetivo más 
huidizo de este esquema colador de dólares. 

Lo que sí ocurrió, en cambio, es que los vencimientos se pagan a rajatabla. Y se pagan, 
en buena medida, con dólares “frescos” que provienen del superávit comercial, es decir, 
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de la balanza de bienes. Según el balance cambiario, desde el inicio de la gestión hasta 
la actualidad el superávit de bienes acumuló USD 42.000 millones. De ese total, 
alrededor de USD 24.500 millones se destinaron al pago de intereses de deuda, además 
de otros intereses, y unos USD 10.000 millones se aplicaron al pago de vencimientos de 
deuda (amortización de capital) del Gobierno Nacional. 

El problema es que, al mismo tiempo, el funcionamiento del esquema sigue drenando 
divisas por los canales conocidos. Dolarización de excedentes por USD 35.000 millones, 
turismo financiado a bajo costo por USD 17.500 millones e importaciones en un tipo de 
cambio apreciado conviven en un mismo cuadro. Es decir, con el dólar barato se 
abaratan turismo e importaciones, y la dolarización de excedentes completa el cuadro. 

El resultado es un programa que necesita dólares para sostenerse, pero organiza precios 
e incentivos para que salgan. En consecuencia, el equilibrio solo puede sostenerse con 
más ingreso de capital, ya sea por deuda o por inversión. El problema es que la inversión 
extranjera directa no aparece como una fuente de divisas bajo este programa 
económico. De hecho, los registros del BCRA muestran que en el acumulado el saldo de 
IED llegó a ser negativo por primera vez en más de dos décadas, con una salida neta de 
casi USD 800 millones, asociada a ventas de activos y salida de multinacionales. Al mismo 
tiempo, incluso el RIGI, presentado como la gran palanca para atraer inversiones, 
muestra límites tempranos. El balance del primer año sugiere que varios proyectos ya 
estaban en marcha antes del régimen, que YPF aparece como actor central en iniciativas 
aprobadas y que una parte relevante de los proyectos operan con alto componente 
importado, lo que reduce el efecto neto sobre divisas y encadenamientos locales3. 

Como muestra la ilustración, el sostenimiento del frente externo durante los últimos 25 
meses descansó, fundamentalmente, en dos pilares: el superávit comercial de bienes y 
el endeudamiento. En ese mismo período, los principales conceptos de salida de divisas 
sumaron US$ 91.298 millones, lo que equivale a una sangría promedio de alrededor de 
US$ 3.600 millones mensuales. Si bien el balance entre entradas y salidas arroja un saldo 
positivo, ese resultado no implica un fortalecimiento genuino de la posición externa: en 
buena medida, sólo engrosa las reservas brutas del BCRA, mientras que las reservas 
netas siguen condicionadas porque una parte relevante de esos ingresos corresponde a 
deuda de corto plazo que deberá cancelarse en los próximos meses. 

 

                                                             
3 IPyPP (2026): El RIGI como política de Estado. 
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Advertencia metodológica. El ‘saldo neto de divisas’ presentado en la ilustración es un indicador 
aproximado y no coincide exactamente con el resultado del Balance Cambiario en la categoría ‘Variación 

de Reservas’, porque no incluye todas las partidas que integran ese balance. Para el análisis se 
consideraron únicamente los principales rubros. En particular, no se incorporan formación de activos 

externos del sector financiero y del sector público (que en el período implican una entrada neta de USD 
1.570 millones) y, del lado de las salidas, se excluye la compra-venta de títulos (saldo USD -4.120 
millones), un canal que tuvo mayor protagonismo en la segunda parte de 2024, hasta la firma del 

acuerdo con el FMI que habilitó la compra de divisas para personas humanas. 

 

Con el cepo todavía activo para las empresas, la liberalización para personas físicas se 
vuelve cada vez más cara en términos macro. La sangría no cesa, menos aún con un tipo 
de cambio apreciado. Y, al mismo tiempo, tampoco parece viable un endurecimiento 
fuerte del control de cambios sin traicionar el lema liberal. En ese marco, lo que se 
consolida es una especie de acuerdo no escrito: “Ustedes tomen deuda, emitan 
obligaciones negociables, nosotros garantizamos dólares relativamente baratos para el 
repago y no preguntamos demasiado por el destino de esos fondos, recuerden que el 
carry trade sigue activo”. 

Eso explica el dato más interesante que trae el Informe Semana del Bapro4. En enero y 
febrero, la oferta neta de dólares por colocaciones privadas y líneas de crédito se ubicó 
alrededor de USD 2.100 millones mensuales en promedio, y pasó a ser una fuente 
central de divisas para el mercado, incluso por encima de lo que el BCRA compró en ese 
mismo período. Pero la paz cambiaria atada con alambres muestra su fragilidad cuando 
se corta esa canilla. En marzo, con el shock de la guerra y el cambio de humor global, 
esas colocaciones se desplomaron a menos de USD 55 millones. No hace falta mucha 

                                                             
4 BPRO, Semana Económica N º 927. 
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imaginación para ver el riesgo. Si los dólares financieros se enfrían, el esquema queda 
sin una pata clave. 

Y todo esto ocurre con un calendario de deuda que no da tregua. El problema de fondo 
es el peso de los compromisos de deuda y las necesidades de divisas del esquema. 
Considerando los vencimientos del Tesoro y del BCRA, y excluyendo pagos a China y al 
BIS, los compromisos de capital e intereses suman USD 39.700 millones entre el resto 
de 2026 (USD 13.600 millones) y 2027 (USD 26.100 millones). Esa demanda estructural 
de divisas vuelve al frente externo el límite decisivo del programa, aun si se sostiene un 
superávit comercial. 

Por eso el FMI volvió al centro de la escena. Lo que existe por ahora es un staff-level 
agreement para la segunda revisión del programa, que de ser aprobado por el Directorio 
habilitaría un desembolso cercano a US$ 1.000 millones. Pero ese aval no llega como 
una simple renovación de confianza ya que el propio Fondo lo encuadró en un paquete 
de medidas correctivas frente a desvíos previos y volvió a poner el acento en la 
acumulación de reservas como condición crítica del programa. En esa línea, destacó las 
modificaciones recientes en el esquema monetario y cambiario, incluidas las 
refinaciones del marco cambiario y monetario y la ampliación de las bandas, al tiempo 
que reiteró una agenda de reformas estructurales sobre los planos fiscal, previsional, 
laboral.  

A esto se suma una novedad complementaria. El Banco Mundial anunció un paquete por 
alrededor de USD 2.000 millones como respaldo para facilitar nuevo endeudamiento en los 
mercados y apuntalar una eventual colocación mejorando las condiciones financieras, 
en un contexto en el que el Gobierno sigue sin un acceso pleno y barato al mercado 
voluntario, y debe enfrentarse en el mes de julio con un vencimiento de USD 4.300 
millones. 

Y acá entra el último punto, el más político. Trump no parece ser una opción confiable 
para un nuevo rescate. La guerra que él mismo escaló le abrió un frente de desgaste 
interno y, lejos de unificar, está generando divisiones visibles incluso dentro del mundo 
MAGA, con críticas públicas de figuras que hasta hace poco eran parte de su núcleo de 
apoyo. En ese contexto, y con elecciones de noviembre en el horizonte, su margen para 
asumir costos externos sostenidos es más incierto. En resumen, el “salvataje” por 
alineamiento geopolítico puede ser un recurso propagandístico, pero es un ancla 
demasiado endeble para sostener un programa que necesita dólares concretos, en 
plazos concretos y con vencimientos que no esperan. 

A modo de cierre 

En este cuadro, que combina una situación de extrema gravedad en materia de empleo 
e ingresos para la población y una estrategia fiscal decidida a continuar la asfixia hasta 
el extremo, con un frente externo que no concede tregua y un programa que depende 
de dólares de corto plazo y de la asistencia de organismos, los episodios asociados a 
privilegios y casos de corrupción son combustible político adicional. No funcionan como 
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ruido marginal, sino como un factor que potencia el malestar, porque refuerzan la 
percepción de distancia entre el discurso “anticasta” y las prácticas efectivas. Y, como 
suele ocurrir cuando se estrechan los márgenes, la crisis interna del grupo que gobierna 
se profundiza, se multiplican las fracturas y aumentan las filtraciones. 

En ese marco, el escenario de La Libertad Avanza aparece atravesado por discusiones 
múltiples, algunas de ellas dentro del propio círculo del Presidente. La tensión entre los 
distintos polos de poder del oficialismo se expresa en disputas internas que no solo son 
de estilos, sino también de conducción y de control de recursos, con fricciones visibles 
entre el entorno político de Karina Milei y el dispositivo económico liderado por Caputo. 
A ese cuadro se suman dos figuras que complejizan la pretensión de alineamiento 
absoluto. Por un lado, la vicepresidenta Villarruel, cuya agenda y posicionamientos 
abren una fuente recurrente de tensión política. Por otro lado, Patricia Bullrich, que aun 
integrada al gobierno conserva márgenes de autonomía y un capital político propio, lo 
que introduce un factor adicional de desorden interno. 

A diferencia de otras coyunturas, la deslegitimación social luce más profunda y los 
márgenes para resolver problemas se vuelven cada vez menores. Esa combinación 
precipita los tiempos políticos y acelera movimientos que normalmente se guardan para 
más adelante. Empiezan a tantearse candidaturas y rearmados, tanto desde sectores del 
establishment que buscan “no perder lo conseguido” y sostener el rumbo con mayor 
pragmatismo, como desde una oposición atravesada por internas, pero empujada a 
ensayar ampliaciones. En ese clima se explican gestos que hace unos meses parecían 
improbables, como el acercamiento de Pichetto a Cristina Kirchner, o el movimiento de 
Kicillof buscando tender puentes con dirigentes como Monzó y Massot en un mapa 
opositor en recomposición.  

El único activo que todavía conserva el gobierno frente a la crisis en la que se encuentra 
es la fragilidad del campo opositor. La oposición llega a este momento atravesada por 
una crisis de representación y de alternativas, con internas persistentes, liderazgos en 
disputa y dificultades para ofrecer un horizonte común. 

La paradoja es que, mientras el gobierno insiste en administrar el presente con 
herramientas cada vez más recesivas, el sistema político ya empieza a discutir el 
‘después’. Como si la pregunta que ordena el momento no fuera cómo intervenir hoy 
para frenar el deterioro. 

Lo cierto es que la situación actual es de extrema emergencia frente a una agresividad 
sobre las condiciones de vida que hipoteca el futuro por la vía del sobreendeudamiento, 
la degradación de derechos sociales básicos y un rumbo que compromete márgenes de 
soberanía. En ese marco, si los movimientos de recomposición y alianzas en la oposición 
aspiran a ser algo más que un reacomodamiento electoral, deberían orientarse a discutir 
el único instrumento institucional capaz de cortar este ciclo en el presente y abrir la 
posibilidad de una estrategia distinta. Eso implica, en concreto, poner en agenda el 
juicio político como salida democrática frente a un programa que avanza sin mandato 
social y con costos crecientes. 


